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INTRODUCCIÓN

1. Actualmente muchos piensan que el remedio para un mal gobierno es sencillo: 
los gobiernos deberían traspasar sus actividades al sector privado, ya que éste
hará una labor mucho más eficiente. Según ellos, no es necesario establecer una
asociación; basta con un traspaso. En el presente informe se tratará de
demostrar que esa es únicamente una respuesta parcial, que los gobiernos tendrán
que desempeñar una función más importante en el futuro y que cumplirán esa
función cada vez más en colaboración con el sector privado.

2. La asociación entre los sectores público y privado implica la comprensión
por parte de ambos sectores de sus objetivos comunes y de su voluntad de
compartir responsabilidades para lograrlos, un diálogo sin solución de
continuidad entre ambos para determinar qué se debe hacer para promover la
realización de esos objetivos y un entorno político e institucional propicio. 
La asociación, que trasciende las cuestiones relacionadas con la actividad
empresarial, se extiende a todos los sectores normativos, entre ellos la
educación, la salud, los derechos humanos, la inmigración y la ciudadanía, la
ciencia y la tecnología, las relaciones exteriores, las artes y la cultura. 
Existe una tendencia generalizada a ampliar la participación en la gestión
pública fortaleciendo los vínculos entre los agentes estatales y no estatales.

3. Esto tiene consecuencias políticas importantes. En su resolución 50/225,
de 19 de abril de 1996, la Asamblea General reafirmó que la democracia y la
gestión pública y la administración transparentes y responsables constituyen las
bases indispensables para el logro de un desarrollo sostenible de carácter
social y centrado en la población. La participación fortalece la democracia;
gracias a ella el gobierno se vuelve más receptivo a las necesidades de los
usuarios de los servicios que presta y de los ciudadanos en general, así como
más abierto, transparente y responsable. Se establecen nuevos mecanismos, a
saber, tribunales administrativos, oficinas de defensores del pueblo, comités
mixtos y cartas de derechos del ciudadano (usuario o "cliente" de los servicios
públicos), para lograr que los organismos públicos que tienen relación inmediata
con el público sean más responsables y rindan cuentas de sus actos a los
afectados. Esa responsabilidad "directa" complementa la responsabilidad
indirecta de los organismos, por conducto de la jerarquía política, ante los
órganos legislativos y los Jefes de Estado y, en los regímenes democráticos,
ante el electorado.

4. En el presente informe se examina la asociación para el logro de los
objetivos económicos nacionales, en especial algunos ejemplos innovadores de
asociación y algunas de las principales cuestiones que se plantean. El informe
está dividido en cuatro secciones principales. Las tres primeras se refieren al
aumento de las oportunidades en el sector privado, el entorno propicio para la
actividad empresarial y la promoción de la competencia y la regulación social;
en la última se examina brevemente el papel de la comunidad internacional en
relación con esos temas.

/...
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I. AUMENTO DE LAS OPORTUNIDADES EN EL SECTOR PRIVADO

A. Privatización

5. La adopción de programas de privatización en gran escala cobró un impulso
considerable en el mundo entero tras el experimento británico de comienzos del
decenio de 1980. Ese fenómeno ha transformado las funciones respectivas del
sector público y privado a nivel mundial. La financiación y la gestión de
proyectos y actividades en sectores que anteriormente eran monopolios del
Estado, entre ellos la infraestructura física y los servicios sociales, pasan
cada vez más a manos de la empresa privada en virtud de programas y contratos
negociados. Hay toda una gama de mecanismos que entrañan la desvinculación de
los gobiernos y la participación de empresas privadas en actividades
productivas, entre ellos, explotación de servicios por contrata (denominada
también contratación externa), contratación de servicios o prestación
alternativa (véanse los párrafos 16 a 21 infra), construcción "llave en mano",
contratos de administración, contratos de arrendamiento, regímenes de concesión
y construcción-operación-transferencia, desinversión parcial/empresas conjuntas
y desinversión total. Una clase especial de desinversión, muy importante en los
países donde ha habido conflictos, es la conversión de instalaciones, personal e
industrias militares para fines civiles (véanse los párrafos 22 a 28).

6. En función del porcentaje del PIB producido por las empresas privadas, la
privatización ha sido más rápida en los países de Europa oriental y central. En
el informe sobre la transición preparado por el Banco Europeo de Reconstrucción
y Fomento (BERF 1994) se examinó la privatización en 25 países de Europa
oriental y central y de Asia central. En esos países la participación del
sector privado había aumentado a alrededor del 40% a mediados de 1994; el valor
más alto se registraba en la República Checa, que había pasado del 3% en 1986 al
65% (véanse otras estimaciones sobre esos países en Milanovic 1989). La razón
principal para que haya aumentado la participación del sector privado en las
economías en transición no ha sido la desinversión de las empresas públicas,
como cabría esperar, sino el crecimiento más acelerado de las empresas privadas
en comparación con las del sector público. La liberalización y el
establecimiento de un ordenamiento jurídico sólido para proteger el derecho de
propiedad privada facilitaron el surgimiento acelerado de empresas privadas en
esos países.

7. En un estudio reciente del Banco Mundial (1995) se confirma que la
expansión del sector privado es, también, la principal modalidad de
privatización en los países en desarrollo. Las desinversiones reales han sido
escasas (menos de tres por país por año), de modo que el aumento de la
participación del sector privado se ha debido más a su expansión acelerada en
comparación con el sector público que a la transferencia de empresas de
propiedad pública a propiedad privada. Cabe esperar que esa tendencia continúe,
ya que las empresas estatales han venido disminuyendo su participación en la
inversión interna bruta.

8. En la mayoría de los países en desarrollo, un requisito indispensable para
la ejecución de cualquier programa es la enunciación precisa de los objetivos de
un programa de privatización y de desarrollo del sector privado. Para ello, es
indispensable adoptar o establecer desde el comienzo una matriz de mecanismos
legislativos, reglamentarios e institucionales directamente vinculados a la
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ejecución del programa. Otro requisito importante para la ejecución y los
mecanismos de apoyo del programa es la formación de personal técnico nacional
idóneo para la supervisión y orientación de los programas de privatización y de
desarrollo del sector privado. Ese cuadro directivo sería responsable
fundamentalmente de preparar las condiciones para la evaluación de las empresas
que se privatizarían y de seleccionar personal capacitado para llevar a cabo
esas privatizaciones y evaluar las consecuencias del programa, por ejemplo, en
materia de empleo.

9. La mayoría de los gobiernos consideran que atender a las necesidades
básicas de los grupos de menores ingresos es un objetivo político y económico
básico. Habida cuenta de que el restablecimiento del equilibrio económico puede
empeorar la distribución del ingreso a corto plazo, es preciso crear redes de
protección social con objeto de que la opinión pública preste más apoyo al
programa. La creación de redes de protección social debidamente focalizadas
forma parte del desarrollo económico o de la transición económica de un país. 
Para que esas redes sean verdaderamente eficaces, no se deben considerar un
sustituto de otras políticas nacionales más importantes orientadas a la
educación, la atención primaria de la salud y el control de las enfermedades. 
Por el contrario, las redes de protección únicamente deberían ofrecer ayudas
temporarias y limitadas en épocas de desempleo estructural.

10. Un problema recurrente cuando se privatiza mediante desinversión es la
subvaloración del patrimonio. Los gobiernos tienden a subvalorar las empresas
públicas y venderlas a muy bajo precio; en algunos países ello se ha debido a
actos de corrupción, los que han dado una mala reputación a la privatización. 
Hay razones legítimas e ilegítimas para la subvaloración; el problema radica,
pues, en reconocer la diferencia. Cuando los mercados de capital son inseguros,
por lo general el precio de emisión de las acciones se fija por debajo del valor
previsto en el mercado tras la emisión para evitar que ésta fracase y haya que
recurrir a casas suscriptoras. Muchos gobiernos han tratado de sanear la
privatización aumentando el número de accionistas. Así se corrige parcialmente
la subvaloración (o sobrevaloración) que pueda existir y se logra una
distribución más justa de la riqueza y de los ingresos subsiguientes. Sin
embargo, de ese modo se diluye el control por parte de los que tienen las
mejores ideas acerca del giro de la empresa en el futuro, lo que reduce el valor
del dividendo de eficiencia. En Sri Lanka el Gobierno prefirió vender el 60%
del capital social de cada empresa a un solo comprador calificado y aumentar la
base accionaria únicamente con respecto al capital social minoritario, a efectos
de equilibrar hábilmente los objetivos de eficiencia y justicia.

11. Conciliar la eficiencia con la justicia sigue siendo una cuestión
primordial en las economías en transición. La justicia entraña la distribución
de los bienes públicos entre la población en general y no entre aquellos que
pueden pagar más por ellos porque han amasado su fortuna (con frecuencia en
forma ilícita) en un régimen anterior. Eso implica la distribución libre o casi
libre de acciones, como ha ocurrido en varios programas de distribución de
cupones. Para fomentar la eficiencia, en cambio, es preciso que el control
efectivo del patrimonio esté en manos de personas que tengan un criterio
empresarial con respecto a la manera más productiva de utilizarlos. Para ello,
las empresas se deben ofrecer al mejor postor y los posibles empresarios deben
tener acceso al crédito. Si los cupones son transferibles y existen mecanismos
para negociarlos, cabe esperar que los derechos de propiedad graviten, en última
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instancia, hacia los que ofrezcan el precio más alto. Si bien esto produce una
concentración de la propiedad, de todos modos se promueve la justicia porque los
propietarios iniciales de los cupones los enajenan a los precios más elevados
que los adquirentes finales están dispuestos a pagar. En teoría todos se
benefician de ese proceso de concentración de los derechos de propiedad. Sin
embargo, ese modelo depende de que las leyes de sociedades y la reglamentación
del mercado de capitales sean satisfactorias; en la práctica, los directivos de
las empresas oponen obstáculos al surgimiento de un control externo demasiado
fuerte. Polonia está tratando de establecer un control eficaz sobre los
directivos de empresas mediante fondos de inversión nacional administrados
profesionalmente.

12. Los estudios sobre el proceso de privatización han demostrado que
comúnmente hay dos razones que explican por qué el ritmo de la privatización es
más lento en los países más pobres: a) la privatización es relativamente más
difícil cuando el nivel de ahorro interno es reducido, y b) el desarrollo de la
capacidad en las pericias bancarias, administrativas, contables, jurídicas e
institucionales es insuficiente. Todo ello restringe las posibilidades de las
economías en transición y de los países menos adelantados en relación directa
con la disparidad entre necesidades y capacidades. En realidad, el ritmo de
desarrollo de la infraestructura institucional determina el ritmo óptimo de
privatización (Metcalf y Ambrus-Lakatos 1991). Si este último se fuerza de modo
que sobrepasa la capacidad institucional y profesional de un país, es probable
que la privatización o bien no genere los beneficios previstos o que no sea
sostenible. Como ejemplo cabe mencionar las primeras experiencias de Chile y
Bangladesh. La comunidad internacional reconoce hoy en general que la reforma
normativa debe venir acompañada del desarrollo institucional y de los recursos
humanos, que constituye un proceso de mediano a largo plazo (véase la sección E
infra).

13. El ritmo de privatización en países como Sri Lanka ha estado determinado
fundamentalmente por la presión ejercida por los organismos internacionales
donantes (en los casos en que la privatización se puso como condición para la
prestación de ayuda) y por los intereses del mercado interno de capitales. 
Lamentablemente esto ha tenido consecuencias negativas, entre ellas el descenso
de los precios ofrecidos por los compradores y la escasa atención que se ha
prestado a la transparencia. En Sri Lanka dio lugar a denuncias de
irregularidades y protestas públicas, así como a la desaceleración del programa
de privatización a mediados de 1992 (Kelegama 1997).

14. La falta de transparencia es más grave, naturalmente, cuando se trata de
ventas comerciales a un solo comprador que en el caso de emisiones en la bolsa
de valores, donde generalmente se aplica un régimen complejo de consignación de
información. Las ventas comerciales han traído aparejado un precio político en
Sri Lanka, México y otros países. Por lo común, los gobiernos comienzan con una
licitación que para dar a los posibles compradores iguales oportunidades de
hacer ofertas independientes, tras lo cual se procede a la adjudicación al mejor
postor que cumpla todas las condiciones establecidas. Aun cuando el
procedimiento funciona en la forma prevista, por lo general es sólo el punto de
partida de negociaciones prolongadas que culmina en un acuerdo final y en la
transferencia de la empresa. En ese momento la transparencia puede perderse, ya
que las condiciones que se añaden después del llamado a licitación pueden
invalidar la clasificación de los licitantes. En muchos casos, los gobiernos
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modifican las condiciones establecidas en el momento del llamado a licitación o
dan seguridades de protección del mercado interno de la empresa, garantías de
venta u otras concesiones políticas. El hecho de que esas negociaciones se
celebren siempre a puerta cerrada no ayuda a fomentar la confianza de la opinión
pública de que se haya hecho el mejor trato posible.

15. Una campaña de información y educación del público es un elemento
importante para el éxito del programa de privatización en general, pero no una
condición suficiente para que el público lo acepte. La transparencia está
vinculada a las condiciones de las transacciones individuales. Un requisito
sencillo como la publicación del contrato final (con excepción de la información
delicada desde el punto de vista comercial), junto con todas las ofertas y los
criterios de evaluación (como se hace en Ghana, por ejemplo), presenta ventajas
considerables: en primer lugar, protege a los negociadores de posibles
acusaciones de irregularidad (o bien sirve de base para la rendición de
cuentas), y en segundo lugar, evita sospechas, denuncias, investigaciones y
demoras innecesarias.

B. Explotación de servicios por contrata

16. Al tiempo que encaran el desafío de privatizar sus empresas públicas o de
encomendar su gestión a agentes del sector privado, los gobiernos están también
estudiando sus propios gastos, a nivel de la administración central y de las
administraciones locales, con la mira de determinar qué actividades podrían
adjudicarse por contrata a empresas privadas, con objeto de reducir los costos
para el erario y prestar un servicio de mejor calidad a los usuarios. La
"prestación alternativa" de los servicios públicos brinda diversas posibilidades
que muchos gobiernos están estudiando. Como ejemplos comunes cabe citar los
servicios que se prestan al Estado, tales como la limpieza de oficinas, los
servicios de gastronomía, la conservación de edificios y terrenos, la impresión
y los servicios jurídicos y el arrendamiento de vehículos. Entre los servicios
de organismos del Estado que es frecuente prestar en régimen de explotación por
contrata se cuentan la recogida y eliminación de desechos sólidos, la limpieza y
el alumbrado de calles, la conservación de carreteras y casi toda la
construcción de obras de infraestructura. Con menos frecuencia se adjudican por
contrata los servicios "preventivos", tales como los establecimientos
penitenciarios y correccionales (que se adjudican en ese régimen en Australia,
algunos estados de los Estados Unidos de América y el Reino Unido), la
vigilancia de la higiene del medio (por ejemplo, el control de la calidad del
agua en Chile) y la recaudación tributaria (el Chad e Indonesia). Algunos
gobiernos con grandes restricciones presupuestarias han incluso adjudicado por
contrata la defensa a fuerzas mercenarias, aunque la mayor parte de las
democracias no querría dejar los servicios de la seguridad nacional en manos de
ejércitos privados.

17. Si el objetivo del Estado es sólo económico, esto es, si se trata de
prestar servicios públicos de alta calidad al menor costo posible, la decisión
de adjudicar un servicio por contrata dependerá de que el precio ofrecido por el
proveedor, más los gastos de administración del contrato, sea inferior al costo
total de esos servicios cuando los presta la administración pública. Este
cálculo sencillo significa que la adjudicación de servicios por contrata debiera
decidirse caso por caso, incluso cuando haya una política general en favor de
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ese régimen. Esa norma a menudo se olvida, en particular la necesidad de
incluir en la ecuación los gastos en concepto de administración de contratos. 
Incluso en los países industrializados son pocos los organismos del sector
público que saben con alguna certeza qué cuantía gastan en la adjudicación,
administración y supervisión de contratos, si bien en una encuesta se comprobó
que esos gastos representaban hasta un promedio de 16% del costo del contrato,
con grandes variaciones según el servicio (Stevens 1984). En un análisis más
complejo se tendría también en cuenta el costo de la disposición de los bienes
que dejan de ser necesarios y los gastos de reasentamiento del personal (Prager
1992). Para muchos gobiernos las consecuencias de personal son sumamente
importantes, pues la contratación externa a largo plazo da lugar a que los
empleados dejen de ser funcionarios públicos para convertirse en contratistas
autónomos o empleados de un contratista. Los gobiernos pueden subordinar la
adjudicación del contrato a que el contratista absorba tanto los bienes de
capital fijo como la plantilla que antes formaba parte de la administración
pública. También puede haber gastos en concepto de readiestramiento, pagos por
separación del servicio e indemnizaciones por pérdida de la seguridad en el
empleo.

18. En los países que han utilizado más ampliamente el régimen de explotación
de servicios por contrata, como los Estados Unidos de América y el Reino Unido,
los estudios casi con unanimidad comprueban que se han hecho economías sin
detrimento de la calidad e incluso con mejoras de ésta. Las economías por lo
común representan una amplitud de 20% a 30% del gasto que anteriormente se
requería para la prestación del servicio por el Estado (Savas 1992), a pesar del
requisito (en los Estados Unidos) de que los contratistas paguen a sus empleados
salarios que no sean inferiores a los prevalecientes en el mercado. No
obstante, los países en desarrollo y los países en transición no debieran
esperar economías de igual magnitud a menos que haya una intensa competencia
entre los posibles proveedores. Cuanto menor sea la competencia, tanto menores
serán las economías que se podrán obtener cuando los servicios se saquen a
licitación. Las ventajas bien podrían ser cualitativas y no económicas; por
ejemplo, en Jamaica la adjudicación por contrata de los servicios de dietética
de los hospitales dio lugar a un aumento del gasto público, pues se elevaron
considerablemente las exigencias de calidad.

19. Una opción de prestación alternativa es mejorar el servicio existente y
adjudicarlo mediante "contratación interna". Siempre debiera darse a las
dependencias internas la oportunidad de analizar y organizar sus propias
operaciones de modo de realzar su eficiencia, en caso necesario apartándose del
papeleo administrativo para adquirir más flexibilidad, como se ha hecho en los
"organismos ejecutivos" del Reino Unido, Australia, Nueva Zelandia y Singapur. 
La perspectiva de que el trabajo migre a un organismo externo inspira la
capacidad de innovar y la disposición a reformar prácticas laborales obsoletas. 
En la práctica, los contratos sacados a licitación se adjudican con frecuencia
al proveedor interno. En los Estados Unidos los organismos del gobierno federal
se adjudican contratos en licitación el 40% de las veces (informe de la Comisión
Presidencial sobre Privatización, 1988). En el Reino Unido, donde las
administraciones locales por ley deben sacar servicios a licitación, los
proveedores internos se adjudican ahora la mayoría del total de los contratos1. 
La eficiencia y las economías se derivan, no de la privatización per se, sino de
la introducción de la competencia. Las economías son sostenibles en tanto y en
cuanto se mantiene la competencia.
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20. Una importante ventaja que dimana de los trabajos preparatorios de la
contratación es que los organismos de gobiernos se ven obligados, a menudo por
primera vez, a definir y especificar con exactitud, en una forma apta para la
supervisión, los servicios que prestan y los beneficiarios y el nivel de esos
servicios. Así pues, aunque en definitiva el servicio no se adjudique a una
fuente externa, este ejercicio genera datos valiosos para mejorar la
planificación y la supervisión.

21. En los países en desarrollo es común observar cinco restricciones
importantes que gravitan sobre la expansión de la adjudicación de servicios por
contrata, a saber:

a) La iniciativa política necesaria para contemplar esa colaboración
entre los sectores público y privado y propugnar que se haga realidad, a menudo
contra la oposición política y sindical y los intereses creados en la función
publica;

b) La falta de un número suficiente de empresas para licitar. Ello puede
deberse a la existencia de un monopolio oficial, que se puede eliminar mediante
la desregulación, o puede ser simplemente consecuencia de una tradición de
prestación de servicios por el Estado que haya dado lugar a que ningún
empresario quiera licitar. Lo primero que se debe hacer es analizar la
capacidad de los posibles proveedores. Cuando la competencia es insuficiente,
el Estado puede dividir los trabajos (por ejemplo, con criterio geográfico)
entre los contratistas externos y los proveedores internos, como se ha hecho,
por ejemplo, en Bogotá (Colombia), donde agentes de los sectores público y
privado comparten los trabajos de recolección de desechos sólidos y una empresa
privada supervisa las operaciones de todos los organismos2. Cuando el Estado
continúa prestando los servicios, aunque sea en forma parcial, las dependencias
internas se mantienen al corriente de los costos y de los cambios tecnológicos
y, de ese modo, se logra obtener alguna protección contra los contratos a
precios inflados; 

c) La insuficiencia de capacidad administrativa para formular, negociar y
supervisar contratos en forma imparcial y honesta, estructurar asociaciones y
velar por que éstas realicen su giro en bien del público, al tiempo que se
preserva la independencia y se evitan conflictos de intereses o la captación
reglamentaria;

d) Una consecuencia institucional de la adjudicación de servicios por
contrata es la necesidad de que la dependencia de contratación sea independiente
de la dependencia de operaciones (el problema de la muralla china); si están en
la jurisdicción del mismo ministerio o son dirigidas por antiguos colegas, ello
puede dar lugar a colusión. Incluso cuando no hay colusión, es menester velar
por que las dependencias internas no presenten ofertas de precios inferiores a
los de plaza para adjudicarse los contratos, con la certeza de que el Estado
enjugará las pérdidas que produzca la adjudicación de ese contrato;

e) La falta de datos contables o de datos fiables para adoptar decisiones
fundadas, por ejemplo de datos respecto de las características económicas de
adjudicar servicios por contrata. Por cuanto la contabilidad del Estado se
lleva casi universalmente en valores de caja y no en valores devengados a costos
completos, es probable que se subvalore el costo de las operaciones internas.
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C. Conversión militar

22. La conversión militar se puede dividir en cinco categorías, a saber: 
a) las industrias militares; b) las bases militares; c) la investigación y el
desarrollo; d) la desmovilización y e) el excedente de armamentos. Estas
categorías, que presentan distintos problemas y oportunidades, que acusan
variaciones en su aplicación a los países industrializados, las economías en
transición y los países en desarrollo. Al igual que la adaptación tecnológica
en el sector civil, las conversiones brindan grandísimas oportunidades para el
desarrollo del sector privado. En verdad, la conversión puede formar parte de
la transformación más general de la sociedad, como ocurre en Angola, Bosnia y
Herzegovina, Camboya, Egipto, Etiopía, Guatemala, Panamá, Sudáfrica, Viet Nam y
el Zaire. En consecuencia, el proceso de ajuste estructural militar-civil es
complejo y dinámico.

23. Como ocurre con toda privatización, las iniciativas de conversión son
sostenibles únicamente en entornos políticos, jurídicos, económicos y sociales
propicios. En muchos casos se echa de ver una concentración geográfica de bases
e industrias militares, que agrava la incidencia de la conversión sobre los
interesados directos en esas bases e industrias, en particular los interesados
directos locales y sus familias, a saber, el personal militar, los trabajadores,
el personal directivo, las empresas privadas proveedoras locales, las
administraciones locales, etc. La conversión sostenible se beneficia de la
participación activa de los interesados directos locales en la determinación de
las prioridades de futuras iniciativas de los sectores público y privado en las
esferas de las manufacturas, los servicios, la investigación, la educación, la
capacitación, etc., como lo demuestran los casos de las bases de la bahía de
Subic en Filipinas y las bases en Europa y los Estados Unidos, donde todos los
interesados directos, en diferentes niveles, se han organizado a fin de
constituir asociaciones para resolver los problemas de reciclaje de las bases
clausuradas y de restructuración de las industrias de la defensa. En general,
se puede decir que los procesos de conversión tienen mejores posibilidades de
éxito cuando se integran al desarrollo de un país o región.

24. Por cuanto el recurso último en las conversiones es el capital humano, la
intervención de los trabajadores y directivos de las bases e industrias
militares en la planificación y ejecución de la conversión puede ser más
importante que el redespliegue del activo físico. Por lo común, las industrias
y bases militares atraen los mejores talentos técnicos de un país. Este capital
humano, que es un componente importante de una conversión viable a una actividad
sostenible basada en el conocimiento, constituye un acervo del que pueden surgir
administradores y empresarios privados.

25. Para facilitar el establecimiento de asociaciones entre los sectores
público y privado se puede promover el diálogo y el consenso entre los
interesados directos, pues de esa manera se potencia a los grupos que están más
cerca de los problemas de la conversión y se contribuye a forjar la solidaridad
entre ellos. La conversión se puede estimular en gran medida mediante una
expansión de las redes existentes a los países en desarrollo y a las economías
en transición, con lo cual se los mundializará auténticamente. El diálogo
coadyuva también a la lucha contra la corrupción y otras prácticas ilícitas
mediante la divulgación y el intercambio de información, que preservan la
transparencia del proceso para todos los interesados, y estimula la acción del

/...



ST/SG/AC.6/1997/L.6
Español
Página 10

mercado al difundir información en todos los mercados inmediatos afectados. El
diálogo puede también mejorar la coordinación en todos los niveles del gobierno
a efectos de que las medidas que se adopten sean complementarias.

26. En las antiguas economías de planificación centralizada hay una renuencia
natural a despedir personal, en particular en zonas donde existe una gran
concentración de bases e industrias militares con pocas alternativas de empleo
inmediato. Para estos países y también para las naciones en desarrollo se han
formulado regímenes de protección social de los trabajadores desplazados, junto
con programas de capacitación para impartir las nuevas pericias requeridas por
las empresas privadas en nuevos mercados. Las pericias requeridas en una
empresa convertida - ya sea una base o una industria - suelen ser radicalmente
distintas de las que habían sido necesarias en la compañía original. Así pues,
la conversión requiere un cambio radical en las actitudes de los trabajadores y
directivos afectados. En los últimos años países como la Federación de Rusia,
China, Belarús, Ucrania, Polonia, Camboya, Viet Nam, la Argentina y Egipto o
bien han emprendido diversos programas de capacitación o han creado
instituciones como centros de información y capacitación e intermediarios de
promoción empresarial.

27. Al configurarse la reorganización política, económica y militar del mundo,
los recursos liberados por la contracción general de los presupuestos militares
- el dividendo de la paz - podrían en principio ayudar a financiar iniciativas
de desarrollo sostenible. Con todo, es tanta la competencia por adquirir estos
mismos recursos que no se puede dar por sentado que habrá un dividendo de la
paz. Por lo tanto, para llevar adelante las iniciativas de conversión militar
es imprescindible encontrar recursos de una cartera diversificada de fuentes,
algunos de fuentes convencionales y otros de fuentes no convencionales, como lo
demuestran los canjes de deudas, la financiación en régimen de "construcción,
explotación y retrocesión", la compensación de adquisiciones civiles del sector
público, etc. Una de esas fuentes, a menudo olvidada, son los recursos ocultos
que representa el desperdicio en las actividades militares existentes, que
podrían reducir las necesidades de capital de las bases e industrias nuevas y
convertidas. En Saint Louis, Missouri (Estados Unidos), se han iniciado varios
proyectos para determinar los recursos ocultos - equipo, tecnología y pericias -
que se han de usar para el desarrollo comunitario y la puesta en marcha de
nuevas empresas.

28. Conviene promover las asociaciones de los sectores público y privado, ya
sean enteramente nacionales o con intervención de socios extranjeros, como medio
de ejecutar y acelerar la conversión. En particular, se podrían fomentar las
empresas pequeñas y medianas con un elevado potencial de empleo colectivo, como
las empresas de servicios, originadas en la investigación y el desarrollo
militares, las manufacturas o las bases militares, que requieren mucho menos
capital por trabajador, por ejemplo, los servicios médicos, los almacenes, los
servicios de puertos y aeropuertos, los servicios de conservación y reparación,
el turismo, la educación, la capacitación, las consultorías y los servicios de
información.
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II. ENTORNO PROPICIO PARA LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL

A. Diálogo entre los sectores público y privado

29. Cuando el Estado es la institución dominante en un país, sólo el gobierno
puede asumir la iniciativa de contemplar y planificar las políticas e
instituciones de apoyo e infraestructura - física y humana - para que las
empresas prosperen en un entorno propicio, que sea conducente a la inversión y
la expansión del sector privado. Entre las instituciones de apoyo se cuentan
los organismos especializados en esferas como la financiación, la investigación
y el desarrollo, la adquisición de tecnología, la promoción de las
exportaciones, la información de mercado y el desarrollo de los recursos
humanos, que pueden necesitar el apoyo del Estado hasta que se desarrollen los
mercados en que han de ofrecer sus servicios.

30. Son muchas las esferas de políticas que inciden en la actividad
empresarial. En particular cabe señalar las políticas sobre comercio y
liberalización, desregulación, privatización, competencia, educación y
capacitación, sindicatos, inversiones, tributación y medio ambiente. La
adopción unilateral de medidas por el Estado en esas esferas es un instrumento
rudimentario. Para obrar de manera más ajustada a la realidad, con mayor
precisión y eficacia, si se puede aprovechar la experiencia del sector privado. 
Hay que analizar, con los representantes pertinentes del sector privado, las
consecuencias comerciales de las posibles políticas y programas. La reforma
reglamentaria, por ejemplo, requiere una asociación entre el Estado y el sector
privado, de modo que se logren objetivos sociales esenciales sin matar a la
gallina de los huevos de oro (véanse los párrafos 51 a 64 infra). La OCDE
señala que existe una fuerte tendencia hacia la renovación y expansión de las
consultas públicas en la formulación de normas reglamentarias. Un programa de
consultas bien estructurado puede coadyuvar a que se adopten normas
reglamentarias de más calidad, a que se recurra a opciones más eficaces, a que
se abaraten los costos para las empresas, a que se logre una mejor observancia
de las normas y a que haya una reacción reglamentaria más expeditiva frente a la
evolución de las circunstancias (OCDE 1995). Por otra parte, esos programas
desaceleran la administración y pueden menoscabar la autoridad de las decisiones
(Braibant 1996).

31. En algunos países el Estado ha colaborado estrechamente con el sector
privado y propiciado un espíritu de solidaridad en la consecución de objetivos
nacionales, en particular en la asociación con las empresas a fin de promover el
crecimiento económico liderado por las exportaciones. Esa asociación se
promueve a) mediante el establecimiento de una estructura de intervenciones
interactivas (consejos de empresas, comisiones consultivas, comisiones
especiales, comisiones asesoras, etc.) y b) mediante una reorientación de las
actitudes de los funcionarios públicos a fin de que abandonen actitudes
disfuncionales frente a la actividad comercial (caracterizadas por actividades
de arrogancia, desconfianza y envidia) y adopten, en cambio, un enfoque
pragmático de solución de problemas con miras a la consecución de objetivos
compartidos. Los estereotipos y concepciones erróneas de la actividad
empresarial ("nosotros servimos al público y a ellos sólo les interesan las
utilidades") han sido reemplazadas por actitudes positivas, como lo señaló el
Primer Ministro Mahathir ante los funcionarios públicos de Malasia: "¿Por qué
no han de ayudar los funcionarios públicos a que el sector privado obtenga
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utilidades? ¿Quién paga realmente los sueldos de los funcionarios públicos ...
si no son los empresarios?"3. Al propio tiempo, las peticiones de las empresas
que reclaman subsidios y desgravaciones tributarias han sido sustituidas por una
filosofía de autosuficiencia. Estos cambios se lograron en Malasia gracias a
una firme dirección política, una amplia actividad de capacitación y un programa
de reforma administrativa, iniciativas todas ellas que se ejecutaron en forma
paralela.

32. Los objetivos específicos de los Gobiernos de Malasia y Singapur y de otros
gobiernos han sido lograr el entendimiento del sector privado y la aportación
por parte de éste de informaciones sobre la incidencia de las políticas, las
normas, los reglamentos y los procedimientos que afectan a la actividad
económica del sector privado, con el objeto también de recibir sugerencias de
reforma que atiendan al interés general. Las principales esferas a este
respecto han sido el otorgamiento de licencias y habilitaciones comerciales, la
tributación, los procedimientos de importación y exportación y la
infraestructura física, esferas todas éstas que constituyen el entorno propicio
de la actividad empresarial y que, en la práctica, son a menudo más
contraproducentes que propicias.

33. En Malasia la interacción oficial entre los sectores público y privado data
por lo menos de 1979 cuando se constituyó el Consejo Asesor Industrial que, sin
embargo, sólo adquirió dinamismo en 1983 con el lema "Malaysia Incorporated". 
El extraordinario crecimiento del país desde entonces se ha atribuido en gran
medida a esta política, que ha producido los siguientes beneficios: a) ha
facilitado la comprensión de las estrategias, políticas y procedimientos del
gobierno; b) se ha dado "voz" al sector privado en la determinación de las
estrategias, políticas y procedimientos y ello, a su vez, ha propiciado el
consentimiento democrático, la transparencia en las decisiones y actos de
gobierno y la eficiencia del mercado (por conducto de una reducción del costo de
las transacciones); y c) ha creado un equilibrio apropiado entre estabilidad y
reforma en las políticas oficiales.

34. Como en toda asociación, el proceso depende de las ventajas que pueda
ofrecer a todos los participantes. Aunque a menudo se hace gran hincapié en la
existencias de metas y valores comunes, en verdad los representantes de las
empresas y del Estado tienen metas y valores distintos, particularmente respecto
de las cuestiones reglamentarias, así como diferentes percepciones de la forma
en que se han de lograr; con todo, ambas partes llegan a acuerdos mutuamente
beneficiosos. La asistencia a estos grupos o comisiones declina cuando no
tienen programas que interesan a todos los participantes o cuando sólo cabe
esperar cambios muy exiguos. En su mayoría, los foros especiales en Malasia no
han celebrado más de un par de reuniones (Chang 1996).

35. Esa estructura en Malasia es muy amplia, donde en la mayor parte de los
ministerios y dependencias a nivel federal, de los estados y de los distritos
funcionan grupos consultivos. Las estructuras de nivel inferior son paralelas a
la estructura federal, que fue la primera en establecerse. En su mayor parte,
estas estructuras fueron creadas por acto administrativo a iniciativa del
Estado, aunque algunas, como el Consejo Asesor Industrial, se crearon por ley y
algunas reuniones (principalmente oficiosas) son convocadas por el sector
privado. Sus orígenes y estatutos no tienen tanta importancia como su
composición y programas.
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36. En la esfera del Estado, el órgano de máximo nivel, el Consejo de Empresas,
está presidido por el Primer Ministro; el diálogo relativo al presupuesto anual
es presidido por el Ministro de Hacienda y los diálogos anuales con la industria
son presididos por el Ministro de Comercio e Industria. El sector privado está
representado por las asociaciones de empleadores de cada uno de los principales
grupos étnicos y de las empresas estatales; los inversores extranjeros, por su
parte, están representados por empresas transnacionales. En algunos foros
importantes, como el Consejo de Empresas, también están representadas las
instituciones académicas y los medios de difusión. Hasta fecha reciente no
estaban representados los sindicatos. Ello se debía a una falta de confianza,
como había ocurrido en otros países de Asia oriental, en la capacidad de los
sindicatos para examinar los problemas con criterio nacional. Los sindicatos
forman parte actualmente de la asociación porque sus dirigentes han hecho suyas
la dirección e ideología nacionales y también porque su participación ha pasado
a ser más crucial en condiciones de déficit de mano de obra (Chang 1996).

37. Uno de los problemas que se plantea es el de los límites de la cooperación. 
Cuando el Estado procura mantener una situación de equilibrio porque vela por
los intereses de otros grupos (por ejemplo, los intereses de los usuarios cuando
se trata de la reglamentación de las tarifas de los servicios públicos) y de las
empresas, la relación debiera ser una relación entre partes independientes y no
una relación cooperativa estrecha. El otro lado de la moneda de la asociación
es el riesgo de que los funcionarios públicos y las grandes empresas lleguen a
una colusión en sus propios intereses y a expensas del público en general o de
grupos que, como las empresas pequeñas y medianas, están excluidos del ámbito de
la colaboración (véanse los párrafos 40 a 50 infra). Los riesgos de corrupción,
favores recíprocos y "captación reglamentaria" son mayores cuando ambas partes
provienen de los mismos grupos socioétnicos y cuando se propician las relaciones
de carácter social, como las reuniones sociales y deportivas, y también las
relaciones estrictamente comerciales. Las conexiones con personas influyentes
pueden servir para gestionar contratos, licencias, permisos de importación, etc. 
Se debe recordar también que muchos de los funcionarios de los órganos
reglamentarios y muchos de los directivos de las empresas estatales privatizadas
fueron colegas en las mismas dependencias. En Malasia se ha tenido en cuenta
este riesgo y en dos decretos generales y dos ordenanzas de 1993 se ha
establecido el código de conducta que deben observar los funcionarios públicos.

38. Un problema que no es bien conocido es el de la posibilidad de conflicto
entre el apoyo oficial a la industria y, en particular, a los exportadores y las
normas de la Organización Mundial del Comercio. En el Acuerdo sobre
Subvenciones y Medidas Compensatorias se define el concepto de "subvención" y se
estipulan las disciplinas que han de regir el otorgamiento de esas subvenciones. 
La subvención es una contribución financiera de un gobierno u órgano público,
que confiere un beneficio. Casi todos los bienes o servicios que dimanan del
Estado, distintos de la infraestructura general, entrarían en la categoría de
subvenciones tal como se las define en el Acuerdo. Ello contrasta marcadamente
con la práctica habitual de todos los gobiernos de subvencionar a los
exportadores mediante incentivos tributarios, la financiación oficial de la
investigación y el desarrollo, la asistencia oficial vinculada, las garantías de
créditos de exportación, las actividades de información comercial de las
representaciones diplomáticas en el exterior y las misiones comerciales de alto
nivel (Economist, 1º de febrero de 1997).
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39. Las restricciones que inciden en la formación de asociaciones dimanan
principalmente de las actitudes y de las formas de organización. Los
funcionarios públicos pueden estar inclinados a la evitación del riesgo, el
secreto y la sospecha (incluso la antipatía) respecto del sector privado. 
Mediante cursos de reorientación se puede eliminar esa cultura recibida y
superar la brecha entre los sectores público y privado, pero el cambio general
es un proceso a largo plazo, particularmente en las economías dirigidas que
tenían un régimen de planificación centralizada y en las cuales sólo en fecha
reciente se ha despenalizado la actividad empresarial. La interacción
productiva con el sector privado puede servir para reforzar la capacidad de
reacción, la transparencia, la imparcialidad, la objetividad y la rendición de
cuentas como valores profesionales importantes de la función pública.

B. Promoción del espíritu empresarial y
la pequeña empresa 

40. Hay algunas características singulares de las pequeñas empresas, término
que comprende las microempresas y las pequeñas y medianas empresas, que pueden
contribuir a explicar su papel fundamental en la prosperidad económica de un
país. Aunque el espíritu empresarial es importante en toda clase de empresas,
lo es especialmente en las pequeñas y medianas, que por lo común constituyen la
categoría numéricamente más nutrida del total de empresas. En muchos países
estas empresas generan más de la mitad del empleo industrial y hasta un tercio
del producto interno y de los ingresos de exportación; suelen ser muy
innovadoras, aprovechan muy bien un capital y unos conocimientos técnicos
limitados y proporcionan diversos bienes y servicios a las grandes empresas. 
En países donde las unidades económicas son a menudo demasiado grandes como para
ser económicamente eficaces se necesitan muchas unidades pequeñas nuevas, porque
éstas son en gran medida responsables del progreso tecnológico. La falta del
pequeño y sobre todo mediano empresariado (empresarios pequeños y medianos del
sector moderno) es un obstáculo para el progreso económico.

41. Sin embargo, las pequeñas y medianas empresas tienen que hacer frente a
muchas dificultades. No tienen, normalmente, acceso al capital ni a la
tecnología e información adecuadas sobre los mercados nacionales e
internacionales. En algunos países, sobre todo en las antiguas economías de
planificación centralizada, la política gubernamental y las actitudes
empresariales no favorecen a las pequeñas y medianas empresas e incluso
obstaculizan su funcionamiento.

42. La promoción de la pequeña empresa exige básicamente dos estrategias
fundamentales, que pueden describirse sumariamente como la estrategia indirecta
de arriba abajo y la estrategia directa de abajo arriba. Mediante la estrategia
indirecta se pretende crear un entorno propicio, que brinde a las pequeñas
empresas los incentivos adecuados y un apoyo y protección efectivos y
suficientes (por ejemplo, contra las prácticas desleales de competidores más
grandes) y les permita aprovechar al máximo sus posibilidades4. Para mejorar el
entorno empresarial esta estrategia trata de influir en variables
macroeconómicas como los precios y las normas y directrices gubernamentales,
sancionar leyes y velar por su observancia y desarrollar la infraestructura
física. Con la segunda estrategia, la directa, se trata de apoyar a las
pequeñas empresas directamente, mediante la movilización de recursos nacionales
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y la creación o el desarrollo de instituciones locales y sistemas de apoyo, con
plena participación de los beneficiarios. Las autoridades centrales y locales,
los organismos autónomos, las instituciones financieras, las asociaciones
empresariales e industriales, las cámaras de comercio, las universidades, las
organizaciones internacionales y los organismos donantes han contribuido,
conjuntamente y por separado, a crear un entorno propicio para las pequeñas
empresas y a ofrecerles apoyo directo.

43. La mayoría de las políticas relativas a las pequeñas empresas se han
dirigido deliberadamente en el pasado a fomentar el acceso oportuno de éstas a
los factores de producción y a los mercados, y se han apoyado en la intervención
de los bancos estatales de fomento, la asistencia técnica del sector público,
etc. En lugar de cooperar con las entidades privadas y complementarlas, por
ejemplo, en el ámbito financiero y de la asistencia técnica, los gobiernos han
suplido la que consideraban una actuación inadecuada de dichas entidades. Parte
del problema que se plantea actualmente consiste en hallar el modo de que los
mercados privados funcionen mejor, en lugar de reemplazarlos. Una opinión que
está ganando muchos adeptos es que los gobiernos deberían tratar de establecer
un entorno propicio mediante la adopción de políticas macroeconómicas, la
sanción y aplicación de leyes y las medidas de fomento y regulación, mientras
que el apoyo directo al sector deberían proporcionarlo los particulares, las
empresas y las organizaciones no gubernamentales.

44. Hay algunas situaciones en que la asociación entre las instituciones de los
sectores público y privado es el mecanismo más efectivo y eficaz en vista de la
existencia de objetivos que se refuerzan mutuamente y que en el análisis final
convergen en el desarrollo económico justo y sostenible de un país, y de la
complementariedad de las capacidades y las funciones. Mediante la asociación,
los gobiernos y las entidades privadas comparten la responsabilidad y
titularidad de la labor de promoción de las pequeñas empresas. Con estos nuevos
mecanismos, las ventajas del sector privado: dinamismo, acceso a la
financiación, conocimientos técnicos, eficacia directiva y espíritu empresarial,
se conjugan con la responsabilidad social, la red de contactos, la conciencia
ambiental, el conocimiento local y la preocupación por la creación de empleo que
caracterizan al sector público. Por ejemplo:

a) El gobierno delega en las entidades privadas las actividades
necesarias para la promoción de las pequeñas y medianas empresas, tales como la
organización de los sistemas de apoyo y regulación, buscando en la medida de lo
posible la financiación conjunta de dichas actividades;

b) El gobierno asigna una parte determinada de las adquisiciones públicas
a las pequeñas y medianas empresas;

c) Se establecen asociaciones entre los sectores público y privado para
la creación de instituciones tales como centros de apoyo empresarial,
incubadoras de empresas, parques industriales o centros de difusión de
información técnica y comercial para las pequeñas empresas. Estas instituciones
se financian y gestionan normal y preferiblemente por entidades de los sectores
público y privado, tales como universidades, sociedades públicas de fomento,
bancos de fomento, asociaciones industriales y empresariales, empresas de
capital de riesgo, etc.;
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d) Una mayor cooperación de las autoridades locales (y menos
participación de los gobiernos nacionales) con las organizaciones no
gubernamentales locales, las asociaciones industriales y empresariales y las
universidades. Así, por ejemplo, los resultados espectaculares de las pequeñas
empresas italianas (por ejemplo en los mercados internacionales) se deben a la
eficaz conexión entre el gobierno municipal (que interviene especialmente en la
economía local desde hace mucho tiempo) y las pequeñas empresas;

e) El establecimiento de mecanismos institucionales para el diálogo entre
el gobierno y los grupos de intereses que representan a las pequeñas empresas,
como son las asociaciones industriales, las asociaciones empresariales, las
cámaras de comercio y las cooperativas (descritas supra en los párrafos 29
a 39). El establecimiento de medios de consulta efectivos con el sector privado
es fundamental incluso respecto de las decisiones que deben seguir
correspondiendo al sector público. La importancia de la participación de las
asociaciones empresariales reside en su conocimiento directo de las necesidades
de sus afiliados y en la movilización de la actuación colectiva en otros
frentes.

45. El espíritu empresarial, la asistencia directiva y el acceso a la
financiación y a la tecnología son algunos de los ámbitos normativos
relacionados con el éxito de las pequeñas y medianas empresas donde la
cooperación entre los sectores público y privado se manifiesta como el mecanismo
de apoyo más adecuado. Se admite comúnmente que la tecnología facilita el
crecimiento de la producción y las mejoras tangibles en la eficiencia y la
productividad. Por este motivo, el acceso a la tecnología adecuada y un
programa eficaz de asistencia técnica y directiva son esenciales para el
desarrollo de las pequeñas empresas. Sin embargo, como sucede con los recursos
financieros, el desarrollo de estos programas resulta difícil. Cuando se
introducen en el sector público, estos programas deben superar a menudo el
problema de la insuficiencia de personal y la falta de incentivos; cuando se
introducen en el sector privado son generalmente demasiado caros para las
pequeñas empresas. La imposibilidad de las propias pequeñas y medianas empresas
de acceder a unos recursos tecnológicos y directivos adecuados, así como las
limitaciones de las iniciativas gubernamentales, demuestran la necesidad de una
asociación sinérgica.

46. El programa de Empresas Tecnológicas de las Naciones Unidas (EMPRETEC),
que funciona con éxito en 10 países de América Latina y África, promueve el
espíritu empresarial en dos niveles: el nivel normativo nacional, mediante el
establecimiento del ordenamiento jurídico e institucional para el desarrollo de
las pequeñas y medianas empresas, y mediante el fomento de la capacidad de las
instituciones nacionales y de los empresarios individuales. En estrecha
colaboración con los gobiernos, las organizaciones empresariales y las propias
pequeñas y medianas empresas, el EMPRETEC influye en las políticas nacionales en
el ámbito de la tributación, los seguros y el derecho del trabajo, y contribuye
a la creación de centros de apoyo empresarial, asociaciones de empresarios,
cooperativas y redes internacionales. Por lo común, los centros de apoyo
empresarial del EMPRETEC en cada país son coaliciones activas de instituciones
públicas, asociaciones empresariales privadas, empresas nacionales y extranjeras
y organizaciones multilaterales, dirigidas por Comités Ejecutivos Nacionales
formados por altos funcionarios públicos, representantes de los empresarios y
dirigentes empresariales destacados pertenecientes a empresas locales y
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multinacionales con giro en el país. Estos centros han demostrado ser
fundamentales para establecer la base institucional del programa y asegurar su
capacidad de autofinanciación tras la financiación inicial suministrada por
los donantes.

47. Para lograr un entorno óptimo, es menester que los encargados de la
adopción de políticas y la sociedad reconozcan y valoren a los empresarios y a
las pequeñas y medianas empresas. En muchas economías en transición las
pequeñas y medianas empresas han salido del mercado negro y se han legalizado
hace muy poco tiempo. En particular, las nuevas empresas demandan del gobierno
y de la sociedad medidas de fomento de la confianza. Uno de los primeros pasos
que deben dar los gobiernos y las sociedades consiste en vencer las limitaciones
culturales y aceptar la idea de que el afán de lucro es bueno y de que el
espíritu empresarial y la libre empresa redundan en beneficio de la mayoría. 
Para una eficaz asociación entre los sectores público y privado de las economías
en transición es primordial que el entorno, que comprende la infraestructura
institucional, jurídica y cultural, favorezca el espíritu empresarial. Este
entorno asegurará la existencia de un régimen político y económico donde se
recompense el riesgo empresarial, se protejan los beneficios, se pueda exigir el
cumplimiento de los contratos y se mantenga el orden social. Como mecanismo de
cooperación entre los sectores público y privado para fomentar una filosofía
empresarial cabe citar la introducción de la educación y capacitación para la
acción empresarial en las escuelas públicas y en las instituciones de formación
de directivos, donde la capacitación la llevan a cabo instituciones del sector
privado. Otros mecanismos son las campañas publicitarias conjuntas, la creación
de distinciones públicas y el reconocimiento del mérito de los empresarios que
hayan triunfado.

48. Según los informes disponibles la falta de apoyo financiero es el problema
principal de los pequeños empresarios. Una de las razones del poco acceso de
las pequeñas y medianas empresas al capital del sector financiero oficial es el
elevado costo administrativo y el alto riesgo de incumplimiento que las
instituciones financieras atribuyen a las operaciones con estas empresas. 
Estas diferencias de costos explican en gran parte que el crédito se encauza
de manera desproporcionada hacia el sector de las grandes empresas. La falta de
garantías y el silencio normativo contribuyen a esta parcialidad. No es fácil
que las instituciones financieras comerciales puedan facilitar una gran
corriente de crédito en forma de pequeños préstamos a empresas sin que medien
historiales positivos y otras garantías. Otra razón importante es que algunos
bancos públicos y privados tienen relaciones especiales con sus clientes
grandes; pueden, por ejemplo, formar parte de un mismo grupo de empresas. 
En tales casos es natural e inevitable el trato de favor entre las empresas del
grupo, pero, al mismo tiempo, esa situación exige que se adopten medidas que
restablezcan la igualdad entre los posibles prestatarios. Este es el objetivo
de los proyectos de cooperación entre los sectores público y privado y de otros
proyectos innovadores de apoyo financiero. La cooperación entre los sectores
público y privado dirigida al apoyo financiero de las pequeñas empresas actúa a
modo de "zanahoria" que estimula a las instituciones financieras existentes a
interesarse más por las necesidades financieras de las pequeñas y medianas
empresas.

49. Normalmente se citan como programas financieros innovadores los nuevos
mecanismos institucionales del tipo del Grameen Bank y sus equivalentes en otros
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países, las asociaciones de ahorro y crédito rotatorio, el microcrédito y el
capital de riesgo. La finalidad principal de estos programas es crear
condiciones favorables para que los pequeños y medianos empresarios obtengan
recursos financieros en condiciones razonables. En este ámbito la interacción
de los sectores público y privado es especialmente prometedora, como demuestra
el Banco Solidario de Bolivia ("BancoSol"), fundado como microbanco en 1992 y
que es hoy un banco plenamente desarrollado que ofrece una gran variedad de
planes de ahorro, con atención especial a las pequeñas empresas. Con más de
70.000 clientes y una cartera de 40 millones de dólares de los EE.UU., presta
actualmente servicios a una tercera parte de los clientes bancarios del país.

50. Gracias a un subsidio público inicial puede crearse un microbanco que
preste pequeñas sumas de dinero, con o sin garantía, a empresarios futuros o en
ciernes. Una vez proporcionados los recursos financieros iniciales, el
microbanco puede adquirir credibilidad como institución financiera sostenible y
lucrativa y puede atraer depósitos y recibir préstamos de bancos comerciales. 
Parece necesario proporcionar algún subsidio público a la institución financiera
en sus comienzos para que pueda convertirse en una institución comercial
autosostenible. El resultado es un "círculo virtuoso" en que el dinero público
sirve de catalizador del dinero privado. La experiencia del BancoSol en Bolivia
ha demostrado el papel que pueden desempeñar el Estado y el sector privado en la
creación de instituciones financieras especializadas en las pequeñas empresas. 
Al propio tiempo, esta experiencia ha confirmado la idea generalizada de que la
concesión de subsidios excesivos a las pequeñas y medianas empresas sería
contraproducente a la larga, y de que, para producir efectos concretos en la
economía nacional, las instituciones financieras que brindan crédito y otros
servicios financieros a las pequeñas empresas deben primeramente sufragar sus
propios gastos y obrar como entidades con fines de lucro.

III. PROMOCIÓN DE LA COMPETENCIA Y OTROS TIPOS DE
      REGULACIÓN SOCIAL 

51. Cuanto más se recurre a la privatización y a la contratación externa, más
indispensable resulta la función que ha de cumplir el Estado de supervisar que
el cada vez más amplio sector privado, al promover sus propios intereses,
atienda al propio tiempo las necesidades de toda la sociedad. La economía de
mercado debe regirse por normas y disposiciones claras y estables que no sean
más intrusivas de lo necesario. Reformar el entorno implica liberalizar las
actividades y dejar que surja una capacidad de autorregulación en los mercados y
en la sociedad civil.

52. La regulación mediante una intervención del Estado en el libre
funcionamiento de los negocios y los mercados se suele justificar alegando
diversas formas conocidas de inoperancia del mercado. No obstante, se aprecia
cada vez más que la inoperancia del mercado no es una justificación suficiente
para la intervención, pues ésta tiene un costo administrativo. Además, su
orientación puede ser errada e inhibir una competencia incipiente. De hecho, es
extremadamente difícil establecer un régimen reglamentario especializado que
pueda mantenerse ajeno a las influencias de empresas poderosas (a veces apoyadas
por ministros influyentes) y que no se vea sujeto a la incidencia de intereses
políticos a corto plazo.
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53. En los decenios de 1970 y 1980 la regulación despertó gran interés a causa
de la disconformidad general respecto de los precios, la calidad y el
rendimiento de las empresas reguladas. En el decenio de 1990, las vigorosas
tendencias hacia la liberalización y la desmonopolización han puesto fin a la
necesidad de la regulación administrativa de algunos mercados, porque los
competidores (o posibles competidores en un mercado de acceso irrestricto) son
mucho más eficientes que el Estado para restringir los aumentos injustificados
de los precios y mejorar la calidad y la variedad de los productos. En los
mercados competitivos el cliente es rey. Algunos monopolios "naturales"
tradicionales, como el de las telecomunicaciones, también están volviéndose
competitivos, incluso respecto de las redes de comunicación básicas, mediante el
desarrollo de nueva tecnología, como la telefonía inalámbrica y los cables de
fibra óptica. Otros monopolios naturales pueden ser sometidos a la disciplina
de la competencia mediante la subasta periódica de las concesiones al mejor
postor o, en una variante favorable al consumidor, al licitador que ofrezca los
precios más bajos.

54. No obstante, en los mercados dominados por una oferta monopólica u
oligopólica, la regulación administrativa sigue siendo necesaria. La regulación
es una cuestión cada vez más prioritaria en el programa de reforma política a
raíz de la privatización. Desafortunadamente, la regulación no es un concepto
popular en una época de privatización mediante desinversión. Cuando un gobierno
pretende atraer al sector privado para que participe en las licitaciones de
empresas públicas, suele aplazar toda medida incluida la regulación que pueda
hacer disminuir su interés. Las empresas estatales, que suelen ejercer
atribuciones monopólicas heredadas de la era de la sustitución de las
importaciones y de las economías de escala, atraerán a más licitadores y se
venderán a un mejor precio si se asegura que los nuevos propietarios podrán
mantener sus monopolios. A menudo, prestando más atención a los gobiernos las
condiciones fiscales a corto plazo que a los argumentos en favor de la
eficiencia, los gobiernos eluden la cuestión con el firme propósito de abordarla
más tarde, una vez que han logrado venderlo todo. Para entonces, desde luego,
las empresas están en condiciones de hacer presión para mantener la protección y
los privilegios incluidos en el precio de compra. Cuando la base accionaria
está muy diversificada, es difícil desde el punto de vista político reducir las
expectativas de dividendos de un gran número de votantes.

55. Por otra parte, hay dos argumentos contundentes en favor de la regulación: 
a) los inversores preferirán la seguridad que les brindan las normas de fijación
de precios estables, ajenas a la intervención política arbitraria, y b) a los
gobiernos les preocupan más los efectos distributivos de los monopolios que sus
efectos en cuanto a la eficiencia. Desde el punto de vista político, ofrecer
precios más altos a electores pobres es más perjudicial que ofrecerles una
empresa menos eficiente, pues los efectos de esto último son menos visibles. 
En general, como la privatización tiene por objeto (entre otras cosas) realzar
la eficiencia y es importante mantener al nivel más bajo posible los precios de
los artículos más indispensables, se recomienda promover la competencia y, hasta
que exista, simularla mediante un sistema de regulación (Jones 1993). La máxima
general es: competencia si es posible; regulación si es necesario.

56. Los problemas actuales atañen a la opción entre un régimen de costo
incrementado (como el de muchas empresas de servicios públicos de los Estados
Unidos) y uno de precios máximos (como la fórmula de índices de precios al por
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menor que se empezó a aplicar en el Reino Unido); a la opción entre un solo ente
regulador, una junta reguladora u organismos reguladores sectoriales; a la
conveniencia de dividir un monopolio nacional en monopolios regionales; a la
rapidez con que se han de otorgar licencias a los competidores, en vista de la
necesidad de que la empresa afectada financie su expansión, en la medida de lo
posible, con cargo a superávit internos, etc.

57. Por lo general, al optar entre una fórmula de fijación de precios de costo
incrementado y una de precios máximos se suele interpretar que, como el costo es
el costo histórico efectivo, los directores de las empresas no tienen incentivos
para reducir los costos, mientras que los precios fijos sí los motivan a
reducirlos, porque al hacerlo se eleva al máximo la utilidad. De hecho, el
contraste no es tan nítido. Si por costo se entiende costo estimado futuro o
costo establecido como objetivo (como en las empresas de servicios públicos de
los Estados Unidos), y si se pueden aumentar los precios máximos en períodos
sucesivos, en función de las utilidades obtenidas (como en el Reino Unido), no
hay diferencia entre los efectos de uno y otro régimen en cuanto a los
incentivos. Los incentivos para reducir los costos sólo aumentan en función de
la duración del período en que los directores pueden actuar antes del siguiente
examen. (cuanto más largo el plazo, tanto mayores son los incentivos para
reducir costos).

58. La forma institucional que ha de adoptar la regulación de los monopolios es
una cuestión de actualidad en muchos países en desarrollo y países con economía
en transición. El Reino Unido y la Argentina establecieron un organismo
regulador para cada industria, aunque se viene observando una tendencia a
establecer organismos multisectoriales, como se ha hecho en Jamaica y Malasia,
de modo que los distintos sectores pueden aportar diferentes pericias
especializadas, como las de analistas financieros, economistas y abogados. Los
organismos multisectoriales también ofrecen ventajas para normalizar los
sistemas reglamentarios, los métodos de valoración, etc., y para reducir la
incoherencia y la desigualdad entre sectores, además de reducir al mínimo los
gastos de las transacciones y las demoras que entraña la creación de varias
instituciones. A menudo se prefieren las juntas reguladoras a los entes
reguladores únicos porque disminuyen la carga de la responsabilidad individual y
las oportunidades de corrupción. En muchos países, la corrupción es un problema
muy grave, y hay que establecer regímenes regulatorios para restringir al mínimo
las facultades discrecionales de regulación, por ejemplo, dando más latitud a la
posible competencia, estableciendo normas simples y automáticas y adoptando
decisiones normativas transparentes (con exposición de motivos) y justificables. 
Los organismos autónomos de lucha contra la corrupción, como los establecidos en
Botswana, Sri Lanka y Singapur, pueden contribuir a una regulación honesta.

IV. FUNCIÓN DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL

59. En el tercer mundo, el Estado es la institución dominante de la sociedad. 
Los problemas de la privatización y la creación de un entorno propicio para las
empresas son problemas del Estado. Estos nuevos cometidos son más difíciles y
complejos que los que se han presentado a los gobiernos hasta la fecha. Tienen
que establecer nuevas estructuras orgánicas, impartir nuevas pericias para
llevar a cabo nuevas funciones e inculcar nuevas actitudes para reemplazar la
mentalidad de secreto y de evitación del riesgo. Los gobiernos tienen que
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dotarse de medios para poder analizar las condiciones del mercado, establecer
marcos normativos, redactar, negociar y hacer cumplir contratos, regular
monopolios, coordinar, financiar y apoyar a los productores, promover la
autonomía de la comunidad e informar a los consumidores de las opciones y los
recursos a su alcance.

60. Ese es el reto que deben afrontar los gobiernos; el de la comunidad
internacional consiste en apoyarlos para efectuar esos cambios. En el Foro
Económico Mundial celebrado en Davos (Suiza) en febrero del año un curso, el
Secretario General dijo que había una nueva conciencia universal de que las
fuerzas del mercado eran indispensables para el desarrollo sostenible y que la
función del Estado estaba cambiando en la mayor parte del mundo en desarrollo: 
Estados que antes trataban de dominar la vida económica se estaban convirtiendo
en Estados promotores de condiciones propicias para el desarrollo sostenible. 
El Secretario General pidió que se promoviera una nueva asociación entre los
gobiernos, el sector privado y la comunidad internacional.

61. La extraordinaria expansión del comercio mundial, la aparición de nuevos
bloques comerciales poderosos y la falta de inversiones extranjeras directas en
los países menos adelantados (los 48 países menos adelantados reciben menos del
1% del total de esas inversiones) han contribuido a marginar a las naciones más
pobres del mundo. Por otra parte, la asistencia de las Naciones Unidas,
orientada sobre todo a los países de bajos ingresos, debería centrarse en el
establecimiento de condiciones propicias para el desarrollo del sector privado.

62. Esa orientación está en consonancia con las decisiones de política de las
Naciones Unidas. La Asamblea General ha manifestado que las actividades de las
Naciones Unidas, entre otras cosas, deberían orientarse a promover la
participación del sector privado en el desarrollo mediante asociaciones entre el
sector público y el sector privado y otras interacciones. Se recomendó
expresamente que los organismos sectoriales e intersectoriales de las Naciones
Unidas proporcionaran, a petición de los gobiernos, evaluaciones independientes
de sus políticas y programas de privatización, que las Naciones Unidas ampliaran
su asistencia a los Estados Miembros embarcados en la conversión militar, que la
Organización gestionara un centro de intercambio de información, desarrollara
modelos de conversión de empresas y prestara apoyo técnico (resolución 50/225 de
la Asamblea General, de 19 de abril de 1996). Además, en la resolución 50/106
de la Asamblea, de 20 de diciembre de 1995, relativa a los negocios y el
desarrollo, se pide a los organismos de las Naciones Unidas que promuevan la
participación activa en favor de la capacidad empresarial, la privatización y la
desmonopolización; la simplificación de los procedimientos administrativos y la
participación del sector privado en la construcción y el mantenimiento
eficientes de la infraestructura. En la resolución 50/106 se valora, en
particular, la promoción de la capacidad empresarial en favor de la pequeña y
mediana empresa. En ese contexto, el Consejo Económico y Social aprobó la
resolución 1996/51, relativa a las medidas que deberían adoptarse contra el
soborno y la corrupción en las transacciones comerciales internacionales.

63. En la 12ª Reunión del Grupo de expertos en materia de administración y
finanzas públicas (véase A/50/525-E/1995/122), se dijo que el Programa de las
Naciones Unidas debería estar dispuesto a ayudar a los gobiernos a definir la
función y el ámbito de los sectores público, mixto y privado y sugerir opciones
en lo tocante a las modalidades de interacción de acuerdo con las realidades
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prácticas de cada país, especialmente en los niveles local y municipal, mediante
la asistencia técnica específica, la difusión y el intercambio de las
experiencias de los distintos países y las investigaciones sobre las condiciones
necesarias para la imitación exitosa. Las Naciones Unidas podrían orquestar a
los gobiernos y los organismos internacionales para atender las necesidades
sociales mediante interacciones entre el público, y actuar como facilitadoras en
la sensibilización acerca de las necesidades y en el estímulo a las corrientes
de recursos. Debería prestarse especial atención al desarrollo de nuevos
servicios, por ejemplo, de recreación, salud y protección del medio ambiente, y
a la obtención de datos fidedignos sobre los costos.

64. En la esfera de la infraestructura, el Grupo del Banco Mundial (integrado
por el Banco Mundial, la Corporación Financiera Internacional (CFI) y el
Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (OMGI)) sigue activo, no tanto
mediante la aportación de capital como en el decenio de 1980, sino promoviendo
las corrientes de capital privado y alentando a los gobiernos a adoptar
políticas y sistemas favorables a los negocios y a desarrollar mercados de
capitales locales, para depender en menor medida del capital extranjero al
movilizarse los ahorros internos y repatriarse el capital fugado. El Banco
Mundial ayuda a los países a acceder a la financiación de proyectos con derecho
de recurso limitado mediante garantías de préstamos sindicados bancarios y
emisiones de bonos. A medida que se afianzan las reformas normativas e
institucionales, disminuye la necesidad de ese apoyo, del que pasan a hacerse
cargo las instituciones comerciales (Ferreira y Khatami, pág. 27).

Notas

     1 En el período comprendido entre abril de 1996 y enero de 1997 los
proveedores internos se adjudicaron 148 contratos por un valor total de
alrededor de 533 millones de libras esterlinas, en tanto que las empresas
privadas se adjudicaron 142 contratos, por un valor total de alrededor de 270
millones de libras esterlinas (Public Enterprise, febrero de 1997, Emap Business
Communications, Londres). Para impedir que los proveedores internos ofrezcan
precios inferiores a los de plaza se han establecido sanciones para las
administraciones locales que sufren pérdidas en esos contratos.

     2 Sandra Cointreau-Levine, Private Sector Participation in Municipal Solid
Waste Services in Developing Countries, vol. 1, The Formal Sector, Washington,
D.C., Banco Mundial, 1994, págs. 22 y 26.

     3 New Straits Times, 30 de julio de 1996.

     4 Berry, 1995, pág. 1.
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